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Administrativo, Migratorio y del Transporte 
         5 jurisprudencias 
         1 tesis aislada 
 

Anticorrupción  y Cumplimiento Corporativo 
          Sin publicaciones 

Ambiental 
          Sin publicaciones  

Comercio Exterior 
          Sin publicaciones 
 

Competencia Económica 
          Sin publicaciones  

Comité de Energía 
          Sin publicaciones 
 

Constitucional y Amparo 
          1 tesis aislada 
           

Corporativo 
          Sin publicaciones 
 

Deporte, Entretenimiento y Cultura 
          Sin publicaciones  

Fiscal 
         1 jurisprudencia 
         4 tesis aisladas 
 

Laboral 
          Sin publicaciones 
           

Medios Alternos de Solución de Controversias 
          Sin publicaciones  

Mercados Financieros 
          Sin publicaciones 
 

Pasantes 
          Sin publicaciones 
 

Penal 
          2 tesis aisladas 
           

Derecho Privado de Empresa 
           1 tesis aislada 

Propiedad Intelectual 
          Sin publicaciones  

Seguridad Social 
          Sin publicaciones  
 

Tecnologías de la Información y Datos Personales 
          Sin publicaciones  

Telecomunicaciones 
          Sin publicaciones  
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Comité de Derecho 

Constitucional y Amparo 
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Derecho Administrativo, Migratorio y del Transporte 
 

JURISPRUDENCIA. COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. NO ES AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE 
AMPARO CONTRA ACTOS PREVISTOS EN EL CONTRATO DE SUMINISTRO DE ENERGÍA.  

 
JURISPRUDENCIA. COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. LOS JUECES DE DISTRITO ESPECIALIZADOS EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA, SON COMPETENTES PARA CONOCER Y DECIDIR SOBRE LA PROCEDENCIA DEL 
JUICIO DE AMPARO CONTRA SUS ACTOS.  

 
JURISPRUDENCIA.  ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO. EL ARTÍCULO 54 
BIS DE LA LEY RELATIVA, QUE PREVÉ LA TERMINACIÓN ANTICIPADA DE LOS CONTRATOS ADMINISTRATIVOS, 
NO VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA.  

 
JURISPRUDENCIA. ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO. DIFERENCIAS 
ENTRE LA RESCISIÓN ADMINISTRATIVA Y LA TERMINACIÓN ANTICIPADA DE LOS CONTRATOS 
ADMINISTRATIVOS REGULADOS POR LA LEY RELATIVA. 

 
JURISPRUDENCIA. ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO. A LA 
TERMINACIÓN ANTICIPADA DE LOS RESPECTIVOS CONTRATOS ADMINISTRATIVOS, REGULADA EN EL 
ARTÍCULO 54 BIS DE LA LEY RELATIVA, NO LE SON APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS DISPOSICIONES DE LA 
LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 
 
TESIS AISLADA. MEDIDAS DE ASEGURAMIENTO EN LA SUSPENSIÓN. PARA SU OTORGAMIENTO Y 
EFECTIVIDAD, CUANDO SE CONCEDE CONTRA LA ORDEN DE LA AUTORIDAD MIGRATORIA QUE DECRETA EL 
ALOJAMIENTO DE UN MENOR EXTRANJERO PARA RESOLVER SU SITUACIÓN MIGRATORIA, DEBE ATENDERSE 
A LAS REGLAS ESTABLECIDAS EN LA LEY DE AMPARO Y ARMONIZARLAS CON LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y 
CON LA LEY DE MIGRACIÓN.  
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Derecho Constitucional y Amparo 
 
 
TESIS AISLADA. IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. ALCANCES DE LA VISTA CONTENIDA EN EL 
PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 64 DE LA LEY DE LA MATERIA.  
 

 
 
 

Derecho Penal 
 

TESIS AISLADA. PRUEBAS EN EL AMPARO INDIRECTO CONTRA LA ORDEN DE APREHENSIÓN. SI EL INDICIADO 
COMPARECIÓ EN LA INDAGATORIA Y TUVO OPORTUNIDAD DE OFRECER LAS QUE PRETENDE INTEGRAR AL 
JUICIO, Y NO LO HIZO, NO SE ACTUALIZA LA EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 75, PÁRRAFO SEGUNDO, 
DE LA LEY DE LA MATERIA 

 
TESIS AISLADA. PROCEDIMIENTO ABREVIADO. LA FACULTAD DEL MINISTERIO PÚBLICO DE SOLICITAR LA 
REDUCCIÓN DE LA PENA EN ESTA FORMA DE TERMINACIÓN ANTICIPADA DEL PROCESO PENAL ACUSATORIO, 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 202, PÁRRAFO CUARTO, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, 
INCLUYE LA MULTA, PERO NO LA SANCIÓN PECUNIARIA RELATIVA A LA REPARACIÓN DEL DAÑO. 
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Derecho Fiscal 
 

JURISPRUDENCIA. NOTIFICACIONES. LAS DE DIVERSAS RESOLUCIONES O CRÉDITOS FISCALES EFECTUADAS 
CON LA MISMA PERSONA, POR EL MISMO ACTUARIO Y EN EL PROPIO LUGAR SON LEGALES.  
 
TESIS AISLADA. RENTA. EL ARTÍCULO 9 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL SEÑALAR QUE LAS PERSONAS 
MORALES DEBERÁN CALCULAR EL TRIBUTO APLICANDO AL RESULTADO FINAL OBTENIDO EN EL EJERCICIO LA 
TASA DEL 30%, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY.  
 
TESIS AISLADA. COMPROBANTES FISCALES DIGITALES POR INTERNET (CFDI). NO PUEDEN EXPEDIRSE, NI 
ENTREGARSE SU REPRESENTACIÓN IMPRESA AL MOMENTO EN QUE SE REALIZA LA OPERACIÓN QUE LES DA 
ORIGEN.  
 
TESIS AISLADA. NEGATIVA FICTA. EL ARTÍCULO 37, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 
AL PREVER UNA RESTRICCIÓN PARA SU CONFIGURACIÓN, CONSISTENTE EN QUE PROVENGA DE UNA 
INSTANCIA O PETICIÓN REALIZADA DE FORMA AUTÓNOMA POR LOS PARTICULARES Y NO DE ALGÚN 
PROCEDIMIENTO INICIADO DE OFICIO POR LA AUTORIDAD HACENDARIA, NO VIOLA LOS DERECHOS 
HUMANOS A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA, DE SEGURIDAD JURÍDICA, PETICIÓN E IGUALDAD.  
 
TESIS AISLADA. RENTA. EL PÁRRAFO SEXTO DEL ARTÍCULO 106 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, NO VIOLA 
EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA POR NO IDENTIFICAR EN FORMA ESPECÍFICA LA "DOCUMENTACIÓN 
COMPROBATORIA" A TRAVÉS DE LA CUAL SE ACREDITE QUE LOS RECURSOS RECIBIDOS PARA REALIZAR 
GASTOS POR CUENTA DE UN TERCERO, EFECTIVAMENTE SE DESTINARON A LA FINALIDAD ENCOMENDADA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013).  
 

Derecho Privado de Empresa 
 
TESIS AISLADA. EMBARGO DE NUMERARIO CONTENIDO EN UNA CUENTA BANCARIA, DECRETADO 
EXCLUSIVAMENTE POR LA CANTIDAD LÍQUIDA IMPUESTA COMO CONDENA EN EL JUICIO ORDINARIO 
MERCANTIL. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE REQUIERE A LA INSTITUCIÓN DE CRÉDITO LA ENTREGA AL 
ÓRGANO JURISDICCIONAL DE LA CANTIDAD ASEGURADA PROCEDE, POR ANALOGÍA, EL AMPARO INDIRECTO. 
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Derecho Administrativo, Migratorio y del Transporte 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016656  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 20 de abril de 2018 10:24 h  

Materia(s): (Común, Civil)  
Tesis: 2a./J. 30/2018 (10a.)  

 
COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. NO ES AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO CONTRA 
ACTOS PREVISTOS EN EL CONTRATO DE SUMINISTRO DE ENERGÍA. La interpretación teleológica del régimen 
jurídico especial que tutela esa actividad de la empresa productiva del Estado, lleva a considerar que su 
objetivo es garantizar que el servicio se preste, ello en un sistema de libre competencia. De ahí que no la 
ejerce en un plano de supra a subordinación porque el contrato de adhesión no somete arbitraria y 
unilateralmente la voluntad de los contratantes a las condiciones de la empresa; máxime que su contenido es 
verificado por la Comisión Reguladora de Energía y la Procuraduría Federal del Consumidor para asegurar que 
no contenga cláusulas leoninas, abusivas o inequitativas para el contratante, mientras se protege la actividad 
comercial de la sociedad. En esa virtud, tales actos, incluido el corte del suministro en términos del contrato, 
forman parte de esa relación comercial y la vía procedente para dirimir lo relativo es la ordinaria mercantil. 
Sin que esto impida que cuando la empresa realice actos que vulneren derechos humanos fuera de lo 
estipulado y aceptado por las partes, o cuando aplique normas que se estimen inconstitucionales, se le 
pudiera señalar como autoridad responsable. Cuestión que deberá ser analizada en cada caso concreto por el 
juzgador de amparo. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 198/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Séptimo en Materia 
Administrativa y Segundo en Materia Civil, ambos del Tercer Circuito, y Primero y Segundo, ambos en Materia 
Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 7 de febrero de 2018. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y Margarita Beatriz Luna Ramos; votó con salvedad Javier Laynez Potisek. 
Disidentes: José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: María del Carmen Alejandra Hernández Jiménez. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016655  

Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 20 de abril de 2018 10:24 h  

Materia(s): (Común, Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 35/2018 (10a.)  

 
COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. LOS JUECES DE DISTRITO ESPECIALIZADOS EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA, SON COMPETENTES PARA CONOCER Y DECIDIR SOBRE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE 
AMPARO CONTRA SUS ACTOS. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido el 
criterio de que la Comisión Federal de Electricidad no es autoridad para efectos del juicio de amparo cuando 
se le reclamen actos previstos en el contrato de suministro de energía eléctrica. Por su parte los artículos 52, 
fracción IV, 50, fracción II y 51, fracción III, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, disponen 
que los Jueces de Distrito en Materia Administrativa conocerán de los juicios de amparo que se promuevan 
contra actos de autoridad distinta a la judicial, excepto los que provengan de procedimientos de extradición 
y cuando se reclamen normas generales en materia penal. Por lo cual, no debe confundirse la competencia 
con la procedencia, ya que si en el juicio de amparo indirecto se atribuyen a aquélla actos que el quejoso 
considera son de autoridad o pueden equiparársele, con tal señalamiento se surte su competencia, en los 
límites territoriales que esté establecida su especialización por materia, quienes en razón de dicha distribución 
de la tarea de juzgamiento entre los órganos jurisdiccionales, quedan habilitados para conocer y analizar lo 
correspondiente a la procedencia del juicio. Ello es claramente distinto, porque esta última atiende a la 
actualización de los requisitos de hecho o derecho que la normatividad establece para que el juez competente 
esté en condiciones de analizar la cuestión planteada. Por tanto, su competencia no los vincula a reconocer a 
la Comisión como ente autoritario, sino que los faculta para definir la procedencia del juicio en cada caso 
concreto, ya sea al momento de calificar la admisión de la demanda, o bien, al resolver en la audiencia 
constitucional mediante el análisis de la naturaleza del acto reclamado y si éste reviste características que 
permitan equipararlo a los de una autoridad responsable, en términos del artículo 5o., fracción II, de la Ley de 
Amparo. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 69/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos 
en Materia Administrativa, y Cuarto en Materia Civil, todos del Tercer Circuito. 31 de enero de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I., votó con salvedad José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María del Carmen Alejandra Hernández Jiménez.  
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Época: Décima Época  
Registro: 2016651  

Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 20 de abril de 2018 10:24 h  

Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: P./J. 5/2018 (10a.)  

 
ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO. EL ARTÍCULO 54 BIS DE LA LEY 
RELATIVA, QUE PREVÉ LA TERMINACIÓN ANTICIPADA DE LOS CONTRATOS ADMINISTRATIVOS, NO VIOLA 
EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA. El precepto citado, al regular la condición resolutoria de los contratos 
administrativos, identificada como "terminación anticipada", no viola el derecho de audiencia previa 
reconocido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior es así, 
porque la facultad de dar por terminado un contrato se justifica en el hecho de que si en el ámbito del derecho 
civil, donde por regla general prevalece el interés privado, existe previsión legal en el sentido de que los 
contratantes pueden, bajo determinadas condiciones, dar por concluidos los contratos sin necesidad de acudir 
a los tribunales, es lógico y jurídico sostener que en la esfera administrativa, donde imperan razones de interés 
general, la autoridad puede ejercer esa misma facultad ante circunstancias que hagan patente la necesidad 
de salvaguardar el interés público y dar cumplimiento a los principios que, para este tipo de contrataciones 
públicas, impone el artículo 134 de la Constitución Federal. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 192/2016. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación. 15 de febrero de 2018. Mayoría de siete votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, José Ramón Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea en contra de las consideraciones, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Javier Laynez Potisek y Luis María Aguilar Morales en contra 
de algunas consideraciones; votaron en contra: Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González 
Salas, Eduardo Medina Mora I. y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Guillermo Pablo López Andrade. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2016650  

Instancia: Pleno  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 20 de abril de 2018 10:24 h  

Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: P./J. 6/2018 (10a.)  

 
ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO. DIFERENCIAS ENTRE LA RESCISIÓN 
ADMINISTRATIVA Y LA TERMINACIÓN ANTICIPADA DE LOS CONTRATOS ADMINISTRATIVOS REGULADOS 
POR LA LEY RELATIVA. Si bien tanto la rescisión administrativa como la terminación anticipada de los 
contratos administrativos, reguladas por los artículos 54 y 54 Bis de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos 
y Servicios del Sector Público, persiguen una actuación más oportuna y eficiente de la administración pública 
ante circunstancias que hacen patente la necesidad de salvaguardar el interés público o de evitar su 
detrimento, y se actualizan en la conclusión de las obligaciones previstas en un contrato, de manera previa a 
la fecha convenida para el término de su vigencia, lo cierto es que la rescisión administrativa del contrato en 
los términos ahí establecidos sí actualiza un acto privativo que exige el pleno respeto al derecho de audiencia 
previa reconocido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues se activa 
ante el incumplimiento de obligaciones del proveedor, a quien se impone esa medida como sanción, lo que a 
su vez puede derivar en otro tipo de sanciones, como la aplicación de penas convencionales, la prohibición de 
suscribir contratos con el Estado por un tiempo determinado y otras más previstas en la ley o en el contrato 
respectivo. Por su parte, la terminación anticipada de un contrato administrativo ocurre ante razones de 
interés general, o bien, cuando por causas justificadas se extinga la necesidad de requerir los bienes o servicios 
originalmente contratados, y se demuestre que de continuar con el cumplimiento de las obligaciones 
pactadas, se ocasionaría algún daño o perjuicio al Estado, o se determine la nulidad de los actos que dieron 
origen al contrato, con motivo de la resolución de una inconformidad o intervención de oficio emitida por la 
Secretaría de la Función Pública. De ahí que la terminación anticipada de un contrato no deriva, en principio, 
del incumplimiento a una obligación adquirida por el proveedor, sino de razones externas que incluso pueden 
ser ajenas a la voluntad de la dependencia o entidad contratante. Dicha terminación implica, básicamente, 
que el proveedor sólo será afectado con la molestia de ya no poder ejercer los derechos sobre los que, en 
términos del contrato suscrito, tenía mera expectativa de llevar a cabo de no presentarse una condición 
resolutoria, por lo que en realidad no se le priva de algún derecho adquirido o que hubiese ingresado a su 
esfera jurídica, máxime que la terminación anticipada conlleva la obligación del Estado de reembolsarle los 
gastos no recuperables en que pudo haber incurrido antes de la terminación, y no le impide cobrar por los 
servicios ya prestados o por los bienes entregados o arrendados durante la vigencia del contrato respectivo, 
ni menos aún, acudir posteriormente a las instancias jurisdiccionales respectivas para combatir la medida o 
exigir previa audiencia sobre otros derechos que estimara procedentes. Así, mientras en la rescisión 
administrativa es indispensable prever el derecho de audiencia previa a  
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favor del proveedor, lo que incluso hace el artículo 54 referido, ello no puede extenderse al caso de la 
terminación anticipada de un contrato, supuesto en el que no es constitucionalmente necesario hacerlo. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 192/2016. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación. 15 de febrero de 2018. Mayoría de siete votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, José Ramón Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea en contra de las consideraciones, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Javier Laynez Potisek y Luis María Aguilar Morales en contra 
de algunas consideraciones; votaron en contra: Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González 
Salas, Eduardo Medina Mora I. y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Guillermo Pablo López Andrade. 
 
 

 
Época: Décima Época  

Registro: 2016649  
Instancia: Pleno  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 20 de abril de 2018 10:24 h  
Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: P./J. 7/2018 (10a.)  
 
ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO. A LA TERMINACIÓN ANTICIPADA 
DE LOS RESPECTIVOS CONTRATOS ADMINISTRATIVOS, REGULADA EN EL ARTÍCULO 54 BIS DE LA LEY 
RELATIVA, NO LE SON APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Como condición resolutoria, la terminación anticipada de los contratos 
administrativos representa una institución sustantiva que no puede ser reconstruida con la aplicación 
supletoria de disposiciones de orden procesal derivadas de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo 
pues, en su caso, primero sería aplicable como norma sustantiva compatible el artículo 1940 del Código Civil 
Federal. Así, es evidente que fue intención del legislador no otorgar audiencia previa a la emisión del acto de 
molestia consistente en la terminación anticipada de los contratos administrativos regulada en el artículo 54 
Bis de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, como sí lo fue en el supuesto de 
su rescisión administrativa; de ahí que sea innecesaria la aplicación supletoria de las  
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normas adjetivas referidas, pues no es válido atender a cuestiones jurídicas que el legislador no tuvo la 
intención de establecer en la ley a suplir. 
 
PLENO 
 
Contradicción de tesis 192/2016. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación. 15 de febrero de 2018. Mayoría de siete votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena, José Ramón Cossío Díaz, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea en contra de las consideraciones, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Javier Laynez Potisek y Luis María Aguilar Morales en contra 
de algunas consideraciones; votaron en contra: Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González 
Salas, Eduardo Medina Mora I. y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Guillermo Pablo López Andrade. 

 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016679  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 20 de abril de 2018 10:24 h  

Materia(s): (Común)  
Tesis: I.7o.P.7 K (10a.)  

 
MEDIDAS DE ASEGURAMIENTO EN LA SUSPENSIÓN. PARA SU OTORGAMIENTO Y EFECTIVIDAD, CUANDO SE 
CONCEDE CONTRA LA ORDEN DE LA AUTORIDAD MIGRATORIA QUE DECRETA EL ALOJAMIENTO DE UN 
MENOR EXTRANJERO PARA RESOLVER SU SITUACIÓN MIGRATORIA, DEBE ATENDERSE A LAS REGLAS 
ESTABLECIDAS EN LA LEY DE AMPARO Y ARMONIZARLAS CON LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y CON LA LEY DE 
MIGRACIÓN. De conformidad con el artículo 164, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, tratándose de actos 
en que la detención del quejoso la efectúe una autoridad administrativa distinta del Ministerio Público y que 
no tenga relación con la comisión de un delito, el efecto de la suspensión será que la persona sea puesta en 
libertad. Ahora bien, si el acto reclamado lo constituye la orden de la autoridad migratoria que decreta el 
alojamiento de un menor extranjero para resolver su situación migratoria, y en el juicio de amparo respectivo 
se concede la suspensión, el Juez de Distrito, con la finalidad de maximizar la protección de sus derechos 
humanos, puede adoptar medidas de aseguramiento en términos de la  
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legislación internacional y nacional en materia de derechos humanos, atento a la naturaleza del acto 
reclamado y a la calidad del quejoso por tratarse de persona menor de edad y migrante -grupos en situación 
de vulnerabilidad-; de ahí que con la finalidad de asegurar su comparecencia ante la autoridad migratoria para 
continuar con el procedimiento administrativo iniciado en su contra, no sólo debe atender a los requisitos de 
efectividad establecidos en la Ley de Amparo -artículo 168-, pues esas medidas deben armonizarse con lo que 
establecen la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos -artículo 1o.- y la Ley de Migración -
artículo 102-. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 18/2018. 13 de febrero de 2018. Unanimidad de votos, con voto concurrente de la Magistrada Antonia 
Herlinda Velasco Villavicencio. Ponente: Lilia Mónica López Benítez. Secretario: Daniel Dámaso Castro Vera. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Derecho Constitucional y Amparo 
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Publicación: viernes 20 de abril de 2018 10:24 h  

Materia(s): (Común)  
Tesis: XXI.2o.C.T.10 K (10a.)  

 
IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. ALCANCES DE LA VISTA CONTENIDA EN EL PÁRRAFO SEGUNDO 
DEL ARTÍCULO 64 DE LA LEY DE LA MATERIA. El párrafo segundo del artículo 64 de la Ley de Amparo obliga a 
los órganos jurisdiccionales en la materia, a dar vista al quejoso con la posible actualización de alguna causa 
de improcedencia no alegada por las partes ni analizada por el órgano jurisdiccional inferior, para que en el 
plazo de tres días manifieste lo que a su interés convenga. En ese sentido, el principal objetivo de dicha vista, 
es respetar el derecho de audiencia del justiciable para: a) que tenga la oportunidad de expresar argumentos 
tendentes a refutarla; b) hacer notar aspectos no analizados por el órgano colegiado al momento de advertirla; 
o, c) hacer llegar elementos de prueba para desvirtuarla. Así, a partir del desahogo de la vista y de resultar 
fundada alguna de las manifestaciones contenidas en ella, el Tribunal Colegiado de Circuito podrá apartarse 
de aquella primera apreciación relativa a la posible actualización de la causal de improcedencia y, en 
consecuencia, resolver el juicio o recurso puesto a su consideración. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 274/2017. Grupo Mexicano de Seguros, S.A. de C.V. 20 de febrero de 2018. Unanimidad 
de votos. Ponente: Aureliano Varona Aguirre. Secretario: Arelí Santiago Esteva. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de abril de 2018 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 

Derecho Penal 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016684  



 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 20 de abril de 2018 10:24 h  

Materia(s): (Común)  
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PRUEBAS EN EL AMPARO INDIRECTO CONTRA LA ORDEN DE APREHENSIÓN. SI EL INDICIADO COMPARECIÓ 
EN LA INDAGATORIA Y TUVO OPORTUNIDAD DE OFRECER LAS QUE PRETENDE INTEGRAR AL JUICIO, Y NO 
LO HIZO, NO SE ACTUALIZA LA EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 75, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
DE LA MATERIA. El primer párrafo del artículo 75 de la Ley de Amparo, al disponer que el acto reclamado 
debe ser apreciado tal como fue probado ante la autoridad responsable, establece una regla general 
consistente en que en el juicio de amparo no son admisibles las pruebas que no fueron rendidas ante ella; sin 
embargo, su segundo párrafo prevé una excepción que se actualiza cuando el quejoso no ha tenido 
oportunidad de aportar pruebas ante la autoridad responsable. Ahora bien, si se promovió el juicio de amparo 
contra una orden de aprehensión, y está acreditado que el indiciado compareció en la indagatoria y tuvo 
oportunidad de ofrecer las pruebas que pretende integrar al juicio, y no lo hizo, no se actualiza el supuesto de 
excepción referido, pues el mandamiento de captura se emite a partir de los datos que consten en la 
averiguación previa, sin que el indiciado haya desahogado prueba ante la autoridad judicial; de ahí que en el 
juicio de amparo promovido contra dicho acto, esas pruebas no sean admisibles. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER CIRCUITO. 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016683  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 20 de abril de 2018 10:24 h  

Materia(s): (Penal)  
Tesis: XIII.P.A.29 P (10a.)  

 
PROCEDIMIENTO ABREVIADO. LA FACULTAD DEL MINISTERIO PÚBLICO DE SOLICITAR LA REDUCCIÓN DE LA 
PENA EN ESTA FORMA DE TERMINACIÓN ANTICIPADA DEL PROCESO PENAL ACUSATORIO, PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 202, PÁRRAFO CUARTO, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, INCLUYE LA 
MULTA, PERO NO LA SANCIÓN  
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PECUNIARIA RELATIVA A LA REPARACIÓN DEL DAÑO. El artículo mencionado otorga al Ministerio Público la 
facultad de solicitar la reducción de la pena de prisión hasta un tercio de la mínima en los casos de delitos 
dolosos y hasta en una mitad de la mínima en los culposos; en el mismo precepto se señala también la facultad 
de la representación social de solicitar la reducción de "las penas". Ahora bien, una interpretación conforme 
al principio pro persona, en la que se tome en cuenta que la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone la terminación anticipada y la reducción de la pena como un beneficio del imputado que 
reconoce su participación en el delito, nos lleva a apreciar de manera amplia el precepto señalado; por lo que 
la reducción a que se refiere la porción normativa del artículo 202, párrafo cuarto, indicado, incluye la multa 
prevista en la norma penal, pero no la sanción pecuniaria relativa a la reparación del daño, por ser ésta un 
derecho de la víctima u ofendido del delito. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 143/2017. 15 de febrero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: David Gustavo León 
Hernández. Secretaria: Edna Matus Ulloa. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

Derecho Fiscal 
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NOTIFICACIONES. LAS DE DIVERSAS RESOLUCIONES O CRÉDITOS FISCALES EFECTUADAS CON LA MISMA 
PERSONA, POR EL MISMO ACTUARIO Y EN EL PROPIO LUGAR SON LEGALES. El contenido de los artículos 134 
a 137 y 139 del Código Fiscal de la Federación constituye un sistema que establece la forma en que deben 
practicarse las notificaciones fiscales, y en su conjunto establecen los elementos que deben cumplir las 
notificaciones personales, a fin de que el gobernado tenga la certeza jurídica que establecen los preceptos 14 
y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En ese sentido, las notificaciones de diversas 
resoluciones o créditos fiscales efectuadas con la misma persona, por el mismo actuario y en el propio lugar 
son legales, siempre que reúnan los demás requisitos que exige la ley, cuya circunstanciación se realice en 
cualquiera de las formas siguientes: a) en diversos citatorios y/o actas que contengan la misma hora; b) 
mediante un citatorio y/o acta para cada una que contengan distinta hora, entre sí; y, c) en un mismo citatorio 
y/o acta se notifiquen diversas resoluciones o créditos fiscales en única hora. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 326/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero en Materias 
Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, y Segundo de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta 
Región, con residencia en Xalapa, Veracruz. 21 de febrero de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María del Carmen Alejandra Hernández Jiménez. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2016658  

Instancia: Segunda Sala  
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Publicación: viernes 20 de abril de 2018 10:24 h  
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Materia(s): (Constitucional)  
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RENTA. EL ARTÍCULO 9 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL SEÑALAR QUE LAS PERSONAS MORALES 
DEBERÁN CALCULAR EL TRIBUTO APLICANDO AL RESULTADO FINAL OBTENIDO EN EL EJERCICIO LA TASA 
DEL 30%, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY. Mediante el artículo 21, fracción I, punto 
6, inciso a), de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 2013, se dispuso que para 2014 se 
aplicaría la tasa del 29% para el impuesto sobre la renta respecto de las personas morales; sin embargo, el 
artículo 9 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 11 de 
diciembre de 2013, en vigor a partir del 1 de enero de 2014, dispone que las personas morales deberán 
calcular el tributo mencionado aplicando al resultado fiscal obtenido en el ejercicio la tasa del 30%. Entonces, 
la variación entre la tasa prevista en uno y otro ordenamientos no viola el principio de irretroactividad de la 
ley contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues es criterio 
reiterado de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que el legislador cuenta con un amplio margen para 
configurar y crear el sistema tributario, lo cual le permite modificar los elementos de los tributos en forma 
libre, a condición de atender a los principios tributarios de equidad y proporcionalidad. Además, en materia 
tributaria los contribuyentes no adquieren derechos para tributar de manera indefinida y permanente de la 
misma forma; por ende, la decisión del legislador de aumentar las contribuciones establecidas, eliminar 
determinados regímenes fiscales o modificar los elementos esenciales de un tributo hacia el futuro no implica, 
por sí misma, afectar situaciones anteriores o la transgresión de derechos adquiridos por los contribuyentes, 
pues los gobernados no incluyen en su esfera jurídica la posibilidad de contribuir para siempre en un modo o 
forma inmutable. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1258/2017. Grupo Perfer, S.A. de C.V. 21 de febrero de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
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Tesis: I.4o.A.106 A (10a.)  
 
COMPROBANTES FISCALES DIGITALES POR INTERNET (CFDI). NO PUEDEN EXPEDIRSE, NI ENTREGARSE SU 
REPRESENTACIÓN IMPRESA AL MOMENTO EN QUE SE REALIZA LA OPERACIÓN QUE LES DA ORIGEN. De la 
interpretación conjunta y sistemática de los artículos 29 y 29-A del Código Fiscal de la Federación, así como 
39 de su reglamento, que regulan la expedición de los comprobantes fiscales digitales por Internet (CFDI), se 
colige que no pueden expedirse, ni entregarse su representación impresa al momento en que se realiza la 
operación que les da origen. Lo anterior es así, pues acorde con el primero de los preceptos citados, cuando 
las leyes fiscales establezcan la obligación de expedir comprobantes fiscales por los actos o actividades que 
realicen, por los ingresos que se perciban o por las retenciones de contribuciones que efectúen, los 
contribuyentes deberán emitirlos mediante documentos digitales a través de la página de Internet del Servicio 
de Administración Tributaria y, en cuanto a la emisión de dichos documentos digitales, el propio artículo 
(fracción I) dispone que los contribuyentes deben contar previamente con un certificado de firma electrónica 
avanzada vigente y tramitar ante la autoridad mencionada el certificado para el uso de los sellos digitales 
(fracción II). Asimismo, en su fracción IV, en relación con el numeral 39 aludido, señala que debe remitirse al 
Servicio de Administración Tributaria o a un proveedor de certificación autorizado, antes de su expedición, el 
CFDI respectivo mediante los mecanismos digitales que para tal efecto determine ese órgano desconcentrado 
por medio de reglas de carácter general, con el objeto de que proceda a: i) validar el cumplimiento de los 
requisitos establecidos en el artículo 29-A indicado; ii) asignar el folio del comprobante fiscal digital; e, iii) 
incorporar el sello digital del Servicio de Administración Tributaria. Así, antes de expedir un CFDI, deben 
llevarse a cabo los tres pasos descritos, dentro de las veinticuatro horas siguientes a que se generó la 
operación y, hecho lo anterior, deberá entregarse o ponerse a disposición del cliente, a través de los medios 
electrónicos que disponga la autoridad señalada mediante reglas de carácter general, el archivo electrónico 
del comprobante fiscal y, cuando sea solicitado por el cliente, su representación impresa. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 351/2017. Venta de Boletos por Computadora, S.A. de C.V. 15 de febrero de 2018. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Marco Antonio Pérez Meza. 
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NEGATIVA FICTA. EL ARTÍCULO 37, PRIMER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL PREVER 
UNA RESTRICCIÓN PARA SU CONFIGURACIÓN, CONSISTENTE EN QUE PROVENGA DE UNA INSTANCIA O 
PETICIÓN REALIZADA DE FORMA AUTÓNOMA POR LOS PARTICULARES Y NO DE ALGÚN PROCEDIMIENTO 
INICIADO DE OFICIO POR LA AUTORIDAD HACENDARIA, NO VIOLA LOS DERECHOS HUMANOS A LA TUTELA 
JUDICIAL EFECTIVA, DE SEGURIDAD JURÍDICA, PETICIÓN E IGUALDAD. El artículo citado dispone que las 
instancias o peticiones que se formulen a las autoridades fiscales deben ser resueltas en un plazo máximo de 
tres meses, y que una vez transcurrido éste sin que se notifique la determinación que corresponda, el 
interesado podrá considerar que la autoridad se pronunció negativamente frente a lo solicitado e interponer 
los medios de defensa en cualquier tiempo, después de la dilación mencionada, mientras no se dicte la 
resolución, o bien, esperar a que ésta se pronuncie; lo cual implica, desde luego, la existencia de una ficción 
legal por virtud de la cual, puede estimarse válidamente que la autoridad resolvió en sentido adverso a los 
intereses del contribuyente o afectado por algún acto administrativo, conocida como negativa ficta. En estas 
condiciones, de la intelección del precepto señalado se colige que esa figura jurídica tiene como límite o 
condición, el hecho de que proceda de una instancia o petición realizada de forma autónoma por los 
particulares, esto es, que no provenga de algún procedimiento iniciado de oficio por la autoridad hacendaria, 
en uso de sus facultades de comprobación o fiscalización, pues en este último caso, no puede estimarse 
actualizada tácitamente una negativa como la prevista en el numeral citado. La restricción anterior, sin 
embargo, no viola los derechos humanos a la tutela judicial efectiva, de seguridad jurídica, petición e igualdad; 
respecto del primero, porque dicho artículo únicamente regula los casos en que puede darse, lo cual resulta 
permisible para el órgano legislativo, toda vez que éste cuenta con facultades para condicionar el acceso a los 
tribunales, así como para regular distintas vías y procedimientos, sin que con ello se afecte la mencionada 
prerrogativa fundamental; además, los gobernados que se encuentran inmersos en un procedimiento 
administrativo, tienen a su alcance diversos recursos o medios de defensa para controvertir una omisión de 
la autoridad que no constituye negativa ficta, de manera que sí se salvaguarda el acceso a la jurisdicción y se 
trata de una medida razonable y proporcional, pues se dirige a clarificar el ámbito de su aplicación. Por otro 
lado, tampoco vulnera el derecho humano de seguridad jurídica, porque puntualmente dispone cuáles son las 
consecuencias de ese silencio administrativo, así como las hipótesis en que éste configura aquella ficción legal, 
generándose con ello certidumbre para los particulares. En cuanto al derecho de petición, éste no se afecta, 
porque persigue fines distintos a los de la negativa ficta y, desde luego, aun cuando ambas figuras se 
encuentran vinculadas, es incuestionable que el gobernado conserva la posibilidad de hacer valer una u otra, 
de ubicarse en el supuesto de procedencia correspondiente; finalmente, tampoco  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
resulta vulnerado el derecho de igualdad, en su variante de no discriminación, porque al distinguirse entre 
quienes promueven una instancia o petición de forma independiente, y los que lo hacen dentro de un 
procedimiento iniciado de manera oficiosa por la autoridad hacendaria, no se trata de personas que se 
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encuentren en idéntica situación frente a los actos de autoridad, para que puedan acceder a la misma 
consecuencia. 
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 307/2017. Panameria, S.A. de C.V. 25 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Claudia Mavel Curiel López. Secretario: Bolívar López Flores. 
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RENTA. EL PÁRRAFO SEXTO DEL ARTÍCULO 106 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE SEGURIDAD JURÍDICA POR NO IDENTIFICAR EN FORMA ESPECÍFICA LA "DOCUMENTACIÓN 
COMPROBATORIA" A TRAVÉS DE LA CUAL SE ACREDITE QUE LOS RECURSOS RECIBIDOS PARA REALIZAR 
GASTOS POR CUENTA DE UN TERCERO, EFECTIVAMENTE SE DESTINARON A LA FINALIDAD ENCOMENDADA 
(LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013). El artículo 106 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta establece el deber de las personas físicas residentes en México de pagar el impuesto sobre la renta, 
respecto de los diversos tipos de ingresos y, en su sexto párrafo, señala que se consideran ingresos obtenidos 
las cantidades percibidas para efectuar gastos por cuenta de terceros, salvo que dichos gastos sean 
respaldados con documentación comprobatoria a nombre de aquél por cuenta de quien se efectúa el gasto; 
al respecto, dicho párrafo no viola el principio de seguridad jurídica, por el hecho de que no precise qué debe 
entenderse por "documentación comprobatoria", ya que de la interpretación sistemática de los artículos 31, 
fracción III, 106 y 121, fracción IV, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, así como 35 del Reglamento de esa 
ley, vigente hasta el 8 de octubre de 2015, se obtiene la identificación de los tipos de documentos susceptibles 
de demostrar que las cantidades  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
entregadas por un tercero para realizar erogaciones a su nombre corresponden a ese concepto, con lo cual, 
se genera certeza jurídica a los contribuyentes que tributan bajo el Título IV de ese ordenamiento en cuanto 
a los medios de prueba que podrán ofrecer para acreditar que los recursos correspondientes fueron 
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percibidos y destinados para realizar erogaciones a nombre y cuenta de un tercero y, por tanto, que no se 
trata de ingresos acumulables para el contribuyente. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo en revisión 2375/2017. Eduardo Estrada Hernández. 7 de marzo de 2018. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco  
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EMBARGO DE NUMERARIO CONTENIDO EN UNA CUENTA BANCARIA, DECRETADO EXCLUSIVAMENTE POR 
LA CANTIDAD LÍQUIDA IMPUESTA COMO CONDENA EN EL JUICIO ORDINARIO MERCANTIL. CONTRA LA 
RESOLUCIÓN QUE REQUIERE A LA INSTITUCIÓN DE CRÉDITO LA ENTREGA AL ÓRGANO JURISDICCIONAL DE 
LA CANTIDAD ASEGURADA PROCEDE, POR ANALOGÍA, EL AMPARO INDIRECTO. Conforme al artículo 107, 
fracción IV, último párrafo, de la Ley de Amparo, en los procedimientos de remate el juicio de amparo indirecto 
procede contra la resolución que en forma definitiva ordena el otorgamiento de la escritura de adjudicación 
y la entrega de los bienes rematados, sin considerar los casos en los que el embargo recae sobre objetos que 
no requieren de remate, como lo es el numerario contenido en una cuenta bancaria. Así es, existen casos en 
los que, dada su naturaleza, es improcedente el remate de bienes, como sucede cuando se embarga dinero o 
créditos fácilmente realizables, pues de conformidad con los artículos 448 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles y 543 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la 
Ciudad de México, de aplicación supletoria al Código de Comercio, según lo permite su numeral 1054, 
tratándose del embargo sobre ese tipo de bienes, éstos quedarán a disposición del órgano jurisdiccional, quien 
tendrá la facultad de entregarlos al ejecutante, sin que el último párrafo de la fracción IV del artículo 107 
citado, establezca con claridad contra qué acto procede el juicio constitucional cuando resulta innecesario el 
remate; por lo que, interpretado por analogía, se concluye que tratándose del embargo de numerario, 
contenido en una cuenta bancaria propiedad del demandado, decretado exclusivamente por la cantidad 
líquida impuesta como condena en el juicio ordinario mercantil, el juicio de amparo en la vía indirecta procede 
contra la resolución que requiere a la institución de crédito la entrega al órgano jurisdiccional de la cantidad 
asegurada. 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 12/2018. Gobierno de la Ciudad de México. 25 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Gonzalo Arredondo Jiménez. Secretario: Luis Ángel Hernández Mejía. 


